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En poco tiempo comenzará una nueva ronda de negociaciones multilaterales en el ámbito de la
OMC, la Ronda del Milenio. En este foro se debatirá sobre la necesidad de generar cooperación
y/o armonización de las reglas de defensa de la competencia. Se presume que se expondrán a la
luz, entonces, las contradicciones entre los preceptos que guían al presente algunas reglas de
política comercial multilateral versus el objetivo generalmente aceptado de la política antitrust: el
bienestar económico de largo plazo. En este trabajo se presentan los argumentos que orientan el
debate actual en la materia y se ilustra con la exposición de un ejemplo sobre esta controversia:
las contradicciones entre la política antidumping y la política antitrust referida a precios
predatorios y discriminación de precios
Abstract:
In a short time a new round of multilateral negotiations will be started within the scope of the
WTO, the Round of the Millennium. In this forum it will be debated about the necessity of
generating cooperation and harmonization of international competition policy. It is to be expected
that the contradictions among the precepts guiding present multilateral trade policy rules and the
main objetive of antitrust policy, long run economic welfare, will be exposed. In this work the
arguments originating the current debate are put forward, and are illustrated with an example of
this controversy: the contradictions among antidumping policy and antitrust policy, in the field of
predatory pricing and price discrimination
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1 Se aclara que en este trabajo no se tratarán los temas de defensa del consumidor, quiebras, propiedad intelectual y
otros, que si bien están íntimamente vinculados con la competencia en los mercados, no hacen a lo que
tradicionalmente se ha denominado “defensa de la competencia”, o, en la literatura en inglés, “competition policy” o
“antitrust”. Además, dentro de la política de competencia, se pondrá énfasis al área que apunta a las conductas
llevadas a cabo por individuos o empresas pertenecientes al sector privado; por ende, no se abarcarán temas
vinculados a los efectos sobre la competencia de las políticas públicas, y apenas se mencionarán los efectos de los
subsidios del estado sobre las empresas, sectores o regiones5
La política de competencia internacional
Nora Balzarotti
I.  Motivos para la cooperación y la armonización de la política de competencia a nivel
internacional
En los últimos años se ha propagado un intenso debate en diversos foros, referido a la necesidad
de cooperar y/o armonizar internacionalmente la política antitrust, como también al ámbito más
adecuado para llevar a cabo estas actividades (multilateral, regional y/o bilateral).  Este debate
alcanzó llamativa envergadura, teniendo en cuenta que la política antitrust es novedosa en la
mayor parte de los países que hoy la aplican. En efecto, luego de la Segunda Guerra Mundial,
muy pocos países la poseían y el único país que con alguna frecuencia la aplicaba era Estados
Unidos, con multas máximas previstas para la fijación de precios de sólo US$ 50.000. En la
actualidad más de 80 países han promulgado legislación antitrust y alrededor de 20 están en
proceso de generarla; más del 60% de la legislación vigente en el mundo se ha desarrollado en los
últimos diez años.
A continuación se detallan los principales temas que abarca la discusión actual
•  Cooperación y Armonización
Las opciones en materia de tratamiento internacional de la política antitrust básicamente se
refieren a la cooperación y/o la armonización de las políticas de competencia nacionales
2.
La racionalidad de la cooperación entre agencias nacionales surge cuando un estado intenta
investigar o aplicar una sanción antitrust, a algún actor económico cuya localización excede los
límites de la jurisdicción del órgano de aplicación de la ley
3. En este caso, debería intervenir una
agencia extranjera, interactuando a través de la figura de la cooperación, ya sea en investigación,
apremio o sanción.
Es conveniente a esta altura señalar las diferencias entre los conceptos de jurisdicción y mercado
geográfico relevante. El mercado geográfico relevante para un caso antitrust puede estar
conformado por más de una, menos de una o exactamente una jurisdicción. Por ende, la acción de
una firma podrá llegar a afectar un “mercado geográfico relevante”, independientemente de que
esta firma pertenezca o no a una determinada jurisdicción. Cuando la competencia de la agencia
tiene alcance nacional (como generalmente ocurre), pero el mercado geográfico relevante abarca
esa nación y la de la firma extranjera, suele surgir la problemática aquí comentada. En particular,
si bien la jurisdicción de una agencia está definida siempre (aunque sea tácitamente), en cada
caso antitrust se debe definir el mercado geográfico relevante, que dependerá de la transabilidad
del producto, la regulación de las economías, la integración de los mercados, etc.
                                                          
2 La dimensión internacional que está adoptando la defensa de la competencia se refleja en algunas estadísticas; por
ejemplo, un tercio de las investigaciones penales encaradas por el US Department of Justice hacia junio de 1999, se
refirieron a casos de posibles cárteles internacionales, involucrando a 20 países diferentes.
3 Esta necesidad surge si el estado en cuestión aplica la “doctrina de los efectos”. Utilizada en principio por los
Estados Unidos y posteriormente por la UE, esta doctrina se aplica cuando la agencia antitrust detecta una conducta
anticompetitiva proveniente de algún agente localizado fuera de su jurisdicción, que afecta un mercado dentro de su
jurisdicción6
Las motivaciones que originan las negociaciones internacionales sobre cooperación, son las
mismas que han dado lugar a los conflictivos intentos de algunos países de extender
unilateralmente a otros territorios la jurisdicción de sus instituciones. Cuando un estado pretende,
unilateralmente, imponer leyes propias en estados extranjeros (o en territorios fuera de su
jurisdicción), surge la cuestión de la “extraterritorialidad”. Hasta el presente, el único país que lo
ha hecho de modo activo ha sido Estados Unidos; los intentos de la UE han generado alto grado
de controversia interna, por lo que se ha obstaculizado su implementación sistemática.
En el ámbito antitrust, el antecedente más antiguo de aplicación extraterritorial proviene de un
caso de 1911
4, en el que el poder judicial estadounidense sostuvo una concepción amplia del
concepto de jurisdicción a fin de desarmar un cartel internacional formado y operado en el
extranjero, pero con efectos en el mercado estadounidense. Desde entonces, múltiples han sido
los casos en que la aplicación de la concepción amplia de jurisdicción contradijo legislaciones
extranjeras, que no penalizaban las conductas que los Estados Unidos sí pretendían sancionar.
Esta actitud se exacerbó en los años 60, cuando en un fallo de la Corte Suprema
5, se entendió que
la ley antitrust del país norteamericano puede ser aplicada en contra de actividades privadas que
obstaculicen en el exterior, el acceso de firmas privadas estadounidenses a mercados extranjeros.
Algunos países afectados han considerado que esta “intromisión” de los Estados Unidos es
inadmisible, en tanto estos países no sancionan esas conductas desde su propia legislación, y aún
más cuando en la misma legislación estadounidense existen múltiples y cuestionables
excepciones a las reglas antitrust generales. Los Estados Unidos, por su parte, justifican esta
“intromisión” en asuntos extranjeros pues las conductas anticompetitivas o desleales extranjeras
estarían afectando a productores y consumidores estadounidenses
6.
Como se ha afirmado desde Japón ante casos de extraterritorialidad, si la normativa antitrust
estuviera armonizada internacionalmente, el problema de la extraterritorialidad -al menos en los
aspectos aquí comentados- perdería relevancia.
Los conflictos por falta de armonización surgen más claramente en los últimos años, con la
globalización de la economía y la intensificación del comercio internacional, en tanto coexisten
regímenes nacionales que difieren no sólo en aspectos procesales, sino también en otros más
sustanciales vinculados a los objetivos mismos de la política de competencia. Estas divergencias
han contribuido a incrementar los costos de transacción y la incertidumbre de las firmas que
operan en varios países
7, sin dejar de generar incentivos a la localización en países que
regulaciones más laxas. Lo habitual es que una firma conozca el derecho de competencia del país
                                                          
4 United States v. American Tobacco Co
5 Continental Ore v. Union Carbide & Carbon Corp. 370 US 690, 1962
6No han sido sólo los Estados Unidos los que aplican su legislación a firmas en el extranjero. En el Reino Unido y en
Canadá, por ejemplo, se ha limitado la aplicación de la “inmunidad soberana” en los conflictos comerciales; también
con esta base los Estados Unidos han rehusado dejar de lado el caso antitrust contra la OPEP. Como contrapartida,
países como Australia o el Reino Unido protegen a las firmas domésticas de ser castigadas por legislaciones antitrust
extranjeras;  por ejemplo, Australia autoriza al fiscal general a litigar para recuperar los pagos por daños de firmas
domésticas en casos antitrust en el exterior
7 Guasch y Rajapatirana (1994) citan el ejemplo de una adquisición en Europa, que ha debido notificarse para su
aprobación, con requisitos diferentes, ante las autoridades británica, alemana, francesa, italiana y de la Unión
Europea. En Estados Unidos, una fusión reciente requirió el inicio de 17 trámites ante las autoridades de las 17
jurisdicciones involucradas.7
en el que se establece, pero no el de todos los países a los que exporta. Estas divergencias podrían
también estar generando otro tipo de costos para las firmas: básicamente, la pérdida de economías
de escala en producción o marketing que se sufren por no poder implementar procedimientos
uniformes en todos los países donde operan.
Por otro lado, el tipo de política de competencia aplicada afecta diferencialmente el acceso a los
mercados que se procura a través de la apertura multilateral del comercio. La apertura al
comercio internacional es un paso en pro del mismo objetivo al que propende (o al menos,
debería propender) la política de competencia: la eficiencia económica
8. No obstante, la caída de
barreras al comercio y la inversión intenta ser impedida por quienes resultan afectados por la
apertura: los anteriormente protegidos. Dos soluciones han encontrado estos sectores para evitar
su pérdida: por un lado, exigir al estado la imposición de medidas “no arancelarias”,
generalmente encubiertas; por el otro, el ejercicio de prácticas anticompetitivas. Si el mercado
finalmente se abre por la abolición de barreras al comercio, las prácticas anticompetitivas
permitirían captar alguna parte de la diferencia inicial entre el precio doméstico y el precio
internacional (más los costos de transporte). Es por ello habitual encontrar ejemplos donde, ante
un proceso aperturista, se ha mantenido cerrado el sistema de distribución (de modo
anticompetitivo e ineficientes) a fin de evitar el ingreso de productores extranjeros. Los países
deberían implementar medidas armonizadas para que los resultados de la apertura no fueran
sustancialmente diferentes dependiendo del tipo de normas y de cómo se aplica la defensa de la
competencia en cada caso.
La armonización, adicionalmente, traería aparejados otros beneficios. Un claro ejemplo aparece
cuando el país en cuestión no cuenta con legislación al respecto. La experiencia indica que esta
carencia generalmente se debe, o a presiones sectoriales, o a la falta de personal entrenado para
su aplicación. La imposición supranacional daría lugar a superar los escollos generados por las
presiones locales, y generaría la obligación de contratar personal adecuado. Otro caso, aunque
extremo y poco usual, es el de los estados que no aplican la doctrina de los efectos, puesto que
con  legislaciones y criterios análogos aplicados en el extranjero se sancionaría a las firmas que
violan leyes de competencia más allá de la jurisdicción concreta donde se lleve a cabo el
perjuicio.
De existir armonización, ni siquiera la necesidad de cooperación surgiría con frecuencia, en tanto
una u otra agencia de cada estado afectado actuaría en contra de quien emprendiera la conducta
indeseable.
Finalmente, cabe señalar la gran ventaja que la armonización acarreraría cuando evitara y
permitiera poner en evidencia la existencia de reglas que imponen los países con fines claramente
nocivos en materia de eficiencia, pero con efectos redistributivos beneficiosos para el país en
cuestión. Por ejemplo, es muy común observar que a firmas que son sancionadas y cuyas
conductas se prohiben a nivel local, se les permite llevar a cabo la práctica cuestionada si sólo
afecta mercados externos. En el caso de los carteles, las legislaciones que los sancionan (UE,
                                                          
8 Guasch y Rajapatirana (1994) demuestran que, sin economías de escala ni externalidades, la mejor (según Pareto)
política en una economía es la combinación de política comercial abierta+defensa de la competencia, seguida por
política comercial abierta sin política de competencia, luego por política de competencia con política comercial
cerrada. La peor opción es la carencia de política de competencia sumada a la política comercial cerrada.8
Estados Unidos, Alemania, Corea, Japón, entre otras) generalmente los aceptan si sus ventas sólo
afectan a mercados extranjeros. Concretamente, Estados Unidos, por la Webb Pomerane Act,
exceptúa la prohibición de la Sherman Act a los carteles que se forman para exportar, cuyas
ventas no serán reimportadas. Lo mismo ocurre con los art. 85 y 86 del Tratado de Roma, por los
que la jurisdicción de la UE acaba en sus límites (existen algunas excepciones, como las
transacciones con la EFTA). Cuando se ha tratado de imponer una legislación más coherente en
el tratamiento de mercados internos y externos, como en el caso inglés con la Fair Trading Act de
1973 que limita los acuerdos anticompetitivos y la monopolización de las exportaciones, el
enforcement ha sido escaso. En el ejemplo inglés la aplicación de la ley no ha considerado los
volúmenes exportados, sino los montos, mientras que se han condonado acuerdos que afectan los
volúmenes y que elevan los precios.
Sin menospreciar los beneficios de la armonización más arriba enumerados, varios autores y
expertos internacionales
9 han expresado sus dudas, por un lado, sobre que la armonización se
pueda implementar, y por otro, de que los beneficios esperados se puedan concretar. La evidencia
lo demuestra: aún en casos en los que la armonización prevalece debido al principio de
supremacía de la ley federal (típicamente, los Estados Unidos y la UE), donde incluso la
jurisprudencia hace convergente la aplicación, no por ello se ha eliminado la incertidumbre, al
momento de la denuncia, en materia de resultados, exposición a multas y pago de daños. En
verdad, se ha visto que la aplicación de la ley depende sensiblemente de las personas a cargo de
los órganos de aplicación (FTC, Justice Department, etc.). En algunos casos, se resalta que aún
ante criterios y normas armonizados, son las cuestiones burocráticas las que imponen los
verdaderos obstáculos; en este ámbito, la armonización sería impensable.
Asimismo, la verdadera fuente de ventajas de la armonización residiría en el acuerdo
internacional sobre criterios, más que sobre las normas concretas a aplicar. Por criterio se
entiende el objetivo al que la política de competencia debería propender. De hecho, si no se
armonizan los criterios y sólo se pacta a nivel de normas que luego se interpretan en pro de
diferentes rentas, incluso habría escasa chance de cooperación en materia de sanción o apremio.
De promoverse la armonización, debería generarse una legislación antitrust “internacional”, que
sirviera de guía para las legislaciones locales, y que muy probablemente surgiría del ámbito
multilateral. Sin embargo, al analizar cuál ha sido el avance en materia de armonización de
criterios de política económica en el ámbito multilateral (básicamente, revelados a través de la
negociación de políticas comerciales), es razonable poner en duda el apoyo que recibiría el
objetivo de promover la eficiencia económica a través de la política antitrust. Es evidente, por
ejemplo, que algunas prácticas aceptadas tradicionalmente por el GATT no tienen como objetivo,
la promoción de la eficiencia
10.
Los autores que objetan el ideal de armonización sostienen con fundamento que antes de intentar
implementar instrumentos multilaterales para aplicar internacionalmente la política antitrust,
existe una necesidad mucho más evidente que consiste en formar consenso sobre las ventajas de
promover la eficiencia, y sobre cuáles son los instrumentos idóneos para lograrla. De esta forma,
surgiría un inconveniente no menor, que es exhibir las contradicciones entre las políticas pro
                                                          
9 Ver por ejemplo, Rosenthal y Nicolaides (1997).
10 Sobre este punto se extenderá el trabajo más adelante.9
eficiencia, y las reglas comerciales multilaterales vigentes. En caso de que a la autoridad
multilateral se la invistiera con un rol de “abogado de la competencia”, habría una inusual fuente
de controversia. Por fin, para que la armonización multilateral tuviera efectos, se requeriría el
establecimiento de alguna autoridad global o al menos un tribunal de resolución de controversias,
lo que algunos autores juzgan muy difícil o inaceptable (fundamentalmente al plantearse si las
presentaciones deberían ser llevadas a cabo por el sector privado o la nación, si se podrían apelar
casos nacionales, etc.)
•  Acuerdos multilaterales, regionales o bilaterales?
Los beneficios de los acuerdos internacionales en materia antitrust han sido muy cuestionados.
Teóricamente, si cada país adoptara la legislación económica óptima, las ganancias de un acuerdo
internacional sólo existirían en tanto se generaran externalidades de la cooperación y/o la
armonización. Más allá de entrar a analizar si estas externalidades existen, la implementación
internacional de “buena” legislación antitrust promovería, en los hechos, beneficios mayores pues
cada país está lejos de implementar legislación económica óptima.
Hasta el presente, han existido algunos intentos concretos para avanzar en materia de cooperación
y armonización. La OCDE
11 promueve la cooperación de sus miembros en el área antitrust a
través de tres etapas: la notificación (cuando en una investigación se estima que podría existir un
perjuicio a otros países), la coordinación de las acciones legales y la asistencia en la investigación
(este punto incluye el empleo de procedimientos de apremio para obtener información). La
recomendación de la OCDE incluye el concepto de cortesía internacional positiva: un país
miembro puede solicitar a otro que tome medidas a su discreción, para reprimir actividades
contrarias a la competencia que afectan los intereses del país solicitante.
Hoy están vigentes varios acuerdos de cooperación bilateral entre organismos nacionales de
defensa de la competencia. A muy grandes rasgos, su característica típica es la inclusión del
requisito de notificación y consulta, sin tener un alcance mucho mayor. Entre los más importantes
se hallan los que se comentan a continuación:
♦  Estados Unidos ha firmado acuerdos bilaterales con Australia, Alemania, Israel, Canadá y se
está negociando activamente para concretar uno con Japón. Quizás el acuerdo más
significativo haya sido el alcanzado con la UE, que data de 1991
                                                          
11 Existe aún un antecedente bastante previo para la cooperación antitrust, durante la ITO luego de la Segunda
Guerra, y posteriormente en los años 70, con el código antitrust de sugerencias, de la UNCTAD10
El acuerdo entre la Unión Europea y los Estados Unidos
Este acuerdo bilateral dispone la notificación por parte de cualquiera de las partes
cuando sus actividades en materia antitrust puedan afectar los intereses de la otra,
además del intercambio de información. También plantea el compromiso de informarse
mutuamente de las actividades contrarias a la competencia que puedan dar lugar a
medidas de ejecución adoptadas por la otra parte.
Este acuerdo incorpora por primera vez la “cortesía internacional positiva” en virtud de
la cual una parte que estime que sus intereses se ven afectados por actividades contrarias
a la competencia llevadas a cabo en el territorio de la otra, podría notificarlo y solicitar
que las agencias antitrust de la otra parte, a discreción, den inicio a medidas de
ejecución de leyes de defensa de competencia pertinentes. Esta posibilidad fue aplicada
una única vez, cuando el DG IV de la Comisión Europea en enero de 1997 solicitó su
implementación por la posible conducta anticompetitiva de aerolíneas europeas.
Ambos se comprometen a dar curso a las solicitudes de información que guarden
relación con una medida de ejecución de las leyes de defensa de la competencia que
lleve a cabo la parte requirente (se excluye la información cuya divulgación esté
prohibida por la parte requerida o que podría ser incompatible con intereses importantes
de la parte requerida). La parte que recibe información confidencial está obligada a
mantener esa confidencialidad y denegar toda solicitud para su divulgación. Por ello, el
acuerdo no es aplicable al estudio procesos de concentración.
♦  Acuerdo entre Australia y Nueva Zelandia (1994).
♦  Acuerdo entre Canadá y UE (1999)
♦  Los tratados bilaterales de asistencia mutua (MLAT): son acuerdos de los Estados Unidos que
permiten a las partes que se asistan recíprocamente en una gran variedad de cuestiones
penales, como las que involucran carteles internacionales, obteniendo y compartiendo
evidencia. Los Estados Unidos han llevado a cabo alrededor de 20 MLATs, y otros tantos
esperan ratificación. Cualquiera de las partes puede recurrir a procedimientos de apremio para
obtener pruebas en nombre de la otra; la parte que recibe la información está sujeta a las
mismas limitaciones respecto del trato de la información confidencial que sean aplicables en
la parte remitente.
♦  Otro avance en materia de cooperación ha sido la ley IAEAA (International Antitrust
Enforcement Assistance Act) de 1994 en los Estados Unidos, que permite en ciertas
circunstancias, el intercambio de información por parte de los órganos antitrust
estadounidenses con los órganos antitrust de otros países. Esta ley contempla el empleo de
ciertos procedimientos de apremio para obtener información en nombre de la autoridad
extranjera que lo solicite, en tanto provenga de un país que haya firmado un acuerdo, al estilo
de los MLATs que se describen arriba, pero específicos en materia de antitrust
12. No está
permitido divulgar información clasificada como de defensa nacional o de política extranjera.
                                                          
12 La información aquí aludida no puede incluir la que surge por notificación adelantada de una fusión o adquisición,
que guarda características particulares de confidencialidad por las disposiciones de la ley Hart-Scott-Rondino11
La información recibida en el proceso de una investigación penal llevada a cabo por un gran
jurado puede ser divulgada solamente de existir un auto judicial que lo permita. El primer
acuerdo de este tipo fue firmado con Australia en abril de 1999.
De esta experiencia ha surgido la polémica sobre si el mejor ámbito para la negociación antitrust
es el multilateral, el regional o el bilateral. Hay quienes sostienen
13 que los acuerdos bilaterales
no son  suficientes para abarcar todos los problemas que conciernen a la globalización, por lo que
se requiere un enfoque comprehensivo y consistente a nivel multilateral; por otro lado, los
acuerdos bilaterales podrán ser efectivos para países grandes, pero no para economías en
desarrollo
14. Otros analistas
15 opinan que es prematuro promover negociaciones multilaterales,
especialmente cuando la mayoría de los países tienen muy escasa experiencia en la
implementación de regulaciones antitrust, y si se pretende que las reglas multilaterales tengan
algún efecto concreto. La experiencia parece indicar que ha existido preferencia por los acuerdos
bilaterales, en busca de cooperación, aunque se reconoce que estos acuerdos se han dado entre
economías muy grandes. Finalmente, algunos autores sostienen que hay complementariedad entre
ambos enfoques: el marco bilateral mejoraría la cooperación entre participantes, mientras que
también facilitaría la consecución de acuerdos regionales o multilaterales.
El mayor consenso existe al reconocer que de utilizarse el marco multilateral, los objetivos deben
ser realistas y no extenderse más allá del requisito de la no discriminación, cooperación,
transparencia y convergencia en áreas específicas
16, refiriéndose a acciones de los gobiernos y no
dando lugar a que sean los privados los que tengan derecho a la acción en el marco multilateral.
Las acciones posibles también generan controversia: algunas propuestas incluyen que un acuerdo
antitrust multilateral pueda dar lugar a la solución de controversias de modo tal que se pueda
cuestionar la estructura normativa y de aplicación en cada país, sin encargarse de la supervisión
de casos particulares. Otras sostienen que el sistema de solución de controversias debería ser una
última instancia que permitiría armonizar el enforcement; este enfoque (sostenido entre otros, en
publicaciones del Banco Mundial), ha sido muy criticado por los expertos.
•  Política antitrust internacional versus política comercial multilateral
Como se ha visto, los beneficios de la cooperación y la armonización en materia antitrust, en
general, surgen ligados a la existencia de flujos comerciales internacionales. No obstante, la
promoción del comercio internacional a través de agencias multilaterales o regionales, ha
generado sus propias reglas, que no siempre apuntaron a la meta de la promoción de la eficiencia
económica
17. Por su parte, la defensa de la competencia –vía las nuevas regulaciones y la
                                                          
13 Ver Karel Van Miert (1999)
14 Boner y Krueger (1992)
15 Por ejemplo, Joel Klein, Assistant Attorney General, Antitrust Division, US Department of Justice, before the
OECD Conference on Trade and Competition, June 30 1999
16 La figura anticompetitiva más mencionada como objeto de convergencia son los carteles, cuyos efectos (nocivos)
sobre la eficiencia son poco cuestionados.
17 Innumerables autores destacan que el objetivo que promueven las negociaciones comerciales no siempre ha sido
guiado por el objetivo superior de promoción de la eficiencia económica. Algunos (por ejemplo, Hoekman (1997))
recalcan que tradicionalmente las negociaciones multilaterales, sobre las que se basan las regionales y a menudo, son
llevadas a cabo por las mismas personas, tienen un fuerte transfondo mercantilista e imponen consideraciones de
reciprocidad que, en sí mismas, serían cuestionables desde el punto de vista antitrust a la luz de la promoción del
bienestar económico.12
jurisprudencia más reciente- se ha demostrado proclive, tanto en los países desarrollados como
muchos emergentes, a promover la eficiencia
18. Si las reglas que rigen el comercio internacional
propendieran sistemáticamente a la defensa de la eficiencia económica, se superpondrían con las
reglas antitrust.
En este marco se han planteado algunos interrogantes, como por ejemplo, si se debería
reemplazar las reglas comerciales vigentes (a nivel multilateral o regional) por política antitrust.
Otra pregunta se refiere al alcance que debería lograr la cooperación o la armonización en caso de
implementarse política de competencia a nivel multilateral o regional. Obviamente, quienes
sostienen que la armonización no provocaría grandes beneficios, tampoco promueven la
generación de reglas antitrust internacionales; pero no por ello se deja de señalar que sería
deseable que las reglas comerciales multilaterales promovieran la eficiencia económica, en
cambio del conjunto de objetivos difusos y controvertidos a los que apuntan actualmente.
A continuación se citan algunos puntos relevantes que han surgido de este debate, que
básicamente se refieren a si la defensa de la competencia debería o no debería incluirse en la
negociación multilateral de la OMC
19.
De incluirse en las negociaciones multilaterales, las posibilidades que se barajan son las
siguientes:
♦  Que se acuerde sobre estándares mínimos a respetar por las legislaciones locales en materia
antitrust. En este caso, se plantearía necesariamente la contradicción entre las reglas antitrust
(promotoras de la eficiencia) y las reglas que se han venido defendiendo para el comercio
internacional. Por otro lado, se teme que al aumentar los campos de acción, se ejerza excesiva
presión sobre el sistema multilateral instaurado, restándole preponderancia a otras metas que
deberían, para algunos, constituir el principal objetivo de tales instituciones.
                                                          
18 No se plantea aquí una escala de objetivos “mejores” o “peores”, pero sí se reconoce que existen mejores
instrumentos para lograr cada tipo de objetivo. La política antitrust es el mejor instrumento para lograr la eficiencia;
si se desea un objetivo redistribucionistas habrá un instrumento más eficiente (menos costoso) para alcanzarlo que la
política de competencia.
19 En 1996, por la reunión de Singapur, se lanzó un grupo de trabajo para tratar temas de política de competencia en
el marco de la OMC.13
Propuestas sobre estándares mínimos
Hasta ahora, las propuestas efectivas para acordar sobre estándares mínimos en el
ámbito multilateral consideran la creación de un código que incluya reglas comunes a
ser aplicadas por los órganos nacionales, permitiendo instar a las autoridades nacionales
a iniciar una investigación, y a probar la efectiva aplicación del código común ante un
panel internacional. En las propuestas consideradas se han incluido
•  reglas per se conviviendo con regla de la razón, tanto para conductas horizontales
como verticales,
•  la exigencia de que los privados puedan invocar el código ante las cortes nacionales
y la obligación de las firmas que tradicionalmente han sido objeto de tratamiento
especial a nivel nacional (más laxo), a sujetarse a las reglas comunes (es decir,
reducir privilegios).
•  se ha considerado la implementación de cortesía internacional positiva y negativa
dependiendo del tipo de conducta analizada (es decir cuándo el país obrará per se en
tanto se viole el acuerdo en su territorio, afectando a algún signatario, y cuándo será
apropiado que la parte afectada denuncie para que se inicie un caso).
•  Scherer (1994), ha propuesto dentro de esta línea que los estándares mínimos se
refieran a carteles de exportación e importación, abusos evidentes de posición
dominante en el mercado mundial y procedimientos para aprobación de fusiones y
adquisiciones. La propuesta de Scherer se distingue de la más general pues pone
énfasis en los casos que, con más probabilidad, terminarán afectando el comercio.
Como en la mayor parte de las propuestas, también se alude a la promoción de la
transparencia, a las formas de apelación y la resolución de controversias.
♦  Que no se intervenga multilateralmente en el ámbito antitrust, pero al menos se acuerde
sobre los objetivos que debe perseguir la política comercial multilateral (la eficiencia). Esta
sería una forma de avanzar sobre el mismo campo al que se refiere la defensa de la
competencia. En este sentido, existe alguna experiencia como cuando en 1993 se planteó la
eliminación progresiva de las restricciones voluntarias a la exportación (VERs). En efecto, las
VERs son otro ejemplo de cómo se ha permitido, y de hecho, se han utilizado políticas anti-
eficiencia en el ámbito comercial. Desde la política antitrust, una VER constituiría un acuerdo
para restringir cantidades; incluso desde una óptica distributiva, la protección vía una tarifa
genera recaudación para el país que la cobra mientras que la VER otorga toda la renta a los
productores del mercado protegido. La aplicación de VERs constituye un buen ejemplo de la
contradicción entre política comercial y antitrust: por ejemplo en Estados Unidos, Unión
Europea y Alemania la ley antitrust castiga las restricciones cuantitativas impuestas por
empresas extranjeras; sin embargo, una VER es una restricciones cuantitativa solicitada por el
mismo estado. Afortunadamente, este aspecto negativo de las VERs se ha considerado en el
GATT, y en diciembre de 1993 se ha acordado que las VERs existentes se irían eliminando,
hasta prohibirse completamente.
♦  Que se extienda el alcance de los mecanismos “no violatorios” sobre solución de
controversias  de la OMC a los casos antitrust. El artículo XXIII:1 del GATT permite que14
cualquier miembro de la OMC inicie una acción cuando una normativa nacional, aunque no
sea “ilegal” según las reglas del GATT, anule las concesiones obtenidas en las negociaciones
multilaterales. Estas acciones se denominan “disputas no violatorias”, y a priori podrían ser
útiles, por ejemplo, en casos en que los gobiernos toleren prácticas restrictivas a la entrada de
firmas extranjeras, aunque en sí mismas no violen ninguna cláusula de la OMC. Esta sería
una forma de incluir el tema antitrust sin agregar un instrumento adicional en las
negociaciones multilaterales, focalizado exclusivamente a las políticas que entorpecen la
entrada a firmas extranjeras, aunque de hecho existe desde hace muchos años y ha sido muy
poco usado. Con todo, de utilizarse esta herramienta activamente, surgirá la cuestión de si la
materia a juzgar es la aplicación inadecuada o discriminatoria de la legislación nacional, o si
existirán estándares mínimos a respetar, con lo que se vuelve al tema de la armonización.
Diferentes autores se han volcado hacia alguna de las dos posiciones; dependiendo de cuál
sea el criterio seleccionado, inclusive se podrían incluir entre las disputas no violatorias las
excepciones que se consideran a nivel local, para ser cuestionadas (monopolios estatales,
etc.). Sin embargo, aún cuando se utilizara más activamente esta opción, el panel de la OMC
no podrá aplicar otra sanción que no sea una mera compensación, al estilo de las disputas
comerciales, con resultados muy poco operativos para mejorar el acceso de la mercancía o la
empresa foránea.
♦  Que se adicione el rol de “abogado defensor” de la competencia  a la OMC. En este caso se
limitaría la acción multilateral a expedirse respecto de los efectos de las políticas públicas
nacionales en múltiples ámbitos. Para sus defensores, este rol es mucho más adecuado para
un organismo multilateral, y en alguna medida ya se lleva a cabo actualmente vía la emisión
de informes periódicos sobre las políticas económicas establecidas en los países miembros de
la OMC.
♦  Por último, el rol más limitado de los previstos estaría otorgado a un órgano que meramente
inste a la cooperación e intercambio de información entre las partes, incluyendo la
aplicación del principio de “cortesía internacional positiva”. Esta posición se basa en que en
un contexto de comercio libre y liberalización de la inversión, el rol de la política antitrust es
limitado y de menor importancia. Además, argumenta que a nivel internacional ya existen
instrumentos que pueden limitar la aparición de prácticas antieficiencia, por ejemplo, de
aplicarse cabalmente la prohibición de cuotas de exportación, se podría atacar la aparición de
carteles de exportación.
La propuesta de generar un conjunto de reglas antitrust en el ámbito multilateral, que permita
reemplaza las políticas comerciales multilaterales es un hecho en los casos más exitosos de
integración comercial; como se ha visto, el mejor ejemplo es el de la Unión Europea, que no
posee política comercial interna, pero en cambio sí política antitrust
20. En ese caso fue muy
                                                          
20 Ni siquiera en el NAFTA se logró reemplazar el antidumping con reglas antitrust. En el capítulo 15 del acuerdo,
referido a la política de competencia, se establece que todas las partes reconocen la importancia de la coordinación y
cooperación entre las autoridades para llevar a cabo el enforcement de la legislación antidumping dentro del área de
libre comercio. Se han logrado grandes avances en materia antitrust en el acuerdo de integración entre Australia y
Nueva Zelandia, y en el acuerdo de libre comercio entre Canadá y Chile. En el primer caso, acordar implicó,
primero, armonizar las reglas sobre defensa de la competencia e incluso otras relacionadas, como las vinculadas con
subsidios. Otro ejemplo de integración comercial que incluyó aspectos de defensa de la competencia es el Acuerdo
del Area Económica Europea, entre UE y EFTA, de enero de 1994, que repite las provisiones del Tratado de Roma;15
evidente cómo la integración generó la necesidad de controlar los procesos de concentración, que
se han multiplicado con la integración del mercado: entre 1984 y 1989 el valor total de las
concentraciones trasfronterizas dentro de la UE pasó de ser US$ 8 mil millones a US$ 167 mil
millones. Queda sin embargo la duda de que se plantee para las negociaciones regionales
normativa que sea “peor” (según Pareto) que las nacionales vigentes, teniendo en cuenta la
engorrosa negociación que estos procesos entrañan, que podrían privilegiarse otros objetivos
diferentes a la eficiencia paretiana, y que existen chances de captura de los órganos negociadores
por parte de los posibles afectados.
Desde 1992 en la OCDE ha comenzado a funcionar el Joint Group on Trade and Competition,
para trabajar sobre las dos áreas (comercio y antitrust) simultáneamente, apuntando a una mayor
coherencia.
                                                                                                                                                                                           
este acuerdo incluye procedimientos de consulta y conciliación, junto con una autoridad común para llevar a cabo el
enforcement.16
II.  Un ejemplo de la contradicción: Reglas antidumping y reglas antitrust
“Antidumping measures are being employed to a growing extent for protectionist purposes  under
the rhetoric of fair trade”.
Sadao Nagaoka
•  Introducción
Hacia 1979, año en el que los Estados Unidos sancionan su ley actual sobre dumping, sólo 10
países contaban con legislación al respecto; en 1990 alrededor de 24 países la tenían, y hacia
1996, esos países ya sumaban 60. Adicionalmente, la aplicación en los países que cuentan con
legislación ha venido creciendo: por ejemplo, entre 1970 y 1974 la Comisión Europea inició por
año sólo dos o tres casos de dumping de importaciones provenientes de terceros países. Entre
1976 y 1980 el número ascendió a 25; entre 1980 y 1984 se incrementó por sobre 40. En la
década del 90, luego de la adopción del Acta Europea Única, el número se estabilizó, pero hacia
1995 el número de medidas antidumping en vigor ascendía a 178
21.
El GATT ha registrado para el período 85-92 un promedio de 150 casos por año, en tanto en el
período 1947-68 ese estadístico alcanzaba 12 casos al año. Entre 1985 y 1992 Estados Unidos
presentó 300 casos, Australia 282, Canadá 129, México 84 y Brasil, 13.
A continuación se cuestionará seriamente la racionalidad y los efectos sobre la eficiencia
económica de esta medida, por lo que este crecimiento es preocupante.
•  Metodología para detectar dumping
- Qué es el dumping.
En las negociaciones multilaterales se ha definido el dumping como la venta en mercados
internacionales a un precio inferior al precio normal con el que se transa en el mercado de origen
de la mercancía. El precio menor al normal puede surgir como efecto de múltiples factores o
estrategias, entre ellas, las ventas bajo el costo, la discriminación de precios, los subsidios a las
exportaciones (con subvenciones subrepticias) o directamente por la existencia de costos más
bajos -de distribución u otros- en la comercialización con mercados foráneos.
En su artículo IV, el Acuerdo GATT autoriza a los países a adoptar medidas contra el dumping
22,
en tanto se verifique que existe dumping y además se pruebe que el dumping detectado daña
                                                          
21 Esto ha sido así aun cuando gran parte del comercio de los países de la Unión se lleva a cabo dentro del área, y las
medidas antidumping se han eliminado intracomunitariamente.
22 Las normas vigentes en la actualidad complementarias del art. IV surgen de la revisión del Código de la Ronda de
Tokio (1973-79) sobre medidas antidumping y constituyen el resultado de las negociaciones de la Ronda Uruguay
(1986-94). El Código de la Ronda de Tokio no fue firmado por todos los miembros del GATT; la versión de la
Ronda Uruguay forma parte del Acuerdo de la OMC y se aplica a todos sus miembros, entre ellos, Argentina y
Brasil.17
materialmente a la industria
23 en el país importador. Si se aplican, las medidas antidumping
deben expirar transcurridos cinco años a partir de la fecha de su imposición (cláusula "sunset"),
salvo que una investigación demuestre que la supresión de la medida ocasione un daño. La
racionalidad de sancionar el dumping, en principio, surgiría del intento de evitar las ventas bajo el
costo y la discriminación de precios internacionalmente.
De este modo, se autoriza a que los países obren de un modo que normalmente vulneraría los
principios del GATT
24; las medidas consisten en aplicar derechos de importación adicionales a
productos determinados de países exportadores determinados a fin de lograr que los precios de
dichos productos se aproximen al "valor normal", o para suprimir el daño causado a las ramas de
producción nacional en el país importador.
El Acuerdo sobre Implementación del Artículo VI del GATT 1994 (comúnmente conocido como
Acuerdo Antidumping) aclara y amplía el artículo VI, y ambos funcionan conjuntamente
25. El
acuerdo se refiere a la metodología para detectar la existencia de dumping. Entre las definiciones
que agrega se encuentran:
- El valor normal:
En el Acuerdo Antidumping se define el valor normal de un producto como el precio del
producto en el mercado interno del exportador, y se determina cómo y bajo qué condiciones se
puede realizar una comparación entre el precio de exportación y el precio normal.
El precio del producto en el mercado interno del exportador puede ser considerado en la
investigación antidumping, en tanto el bien haya sido objeto de una “operación comercial
normal”. El acuerdo define algunas las circunstancias específicas bajo las que no se verifica una
“operación comercial normal”; entre ellas sobresalen las ventas bajo el costo. De esta manera se
intenta evitar que en caso de venta bajo el costo en el mercado local, se “propague” este
fenómeno presuntamente anticompetitivo a otros mercados, y además se pretende evitar la venta
bajo el costo en el exterior, aun cuando domésticamente no tiene lugar.
Hay una venta bajo el costo cuando la transacción se lleva a cabo a precios menores al costo
medio total (es decir costo unitario variable más costo unitario fijo, más los costos
administrativos, de venta y otros generales) más un beneficio razonable, por un período extendido
de tiempo (normalmente un año, pero no menor a seis meses) y en cantidades sustanciales. Las
ventas bajo el costo tampoco pueden ser tomadas en cuenta para la determinación del valor
                                                          
23 El Acuerdo Antidumping define industria doméstica como al conjunto de productores domésticos de productos
similares en general, o de los productores cuya producción conjuntamente constituye la mayor proporción del total
de la producción doméstica del producto similar. Se permite que no se incluya en la definición de industria, a los
productores vinculados con los exportadores de mercancías o cuando sean ellos mismos importadores de la
mercancía investigada.
24 En síntesis, los principios del GATT son la consolidación de los aranceles y no discriminación entre interlocutores
comerciales
25 El Acuerdo Antidumping de la OMC introdujo las siguientes modificaciones:
♦  normas más detalladas para calcular la cuantía del dumping,
♦  procedimientos más detallados para iniciar y llevar a cabo las investigaciones antidumping,
♦  normas sobre la aplicación y duración (normalmente cinco años) de las medidas antidumping
♦  normas especiales para los grupos especiales encargados de resolver diferencias en cuestiones antidumping.18
normal cuando no permiten la recuperación de los costos en un período de tiempo razonable. En
caso de haber existido ventas bajo del costo, pero durante el período de la investigación se hayan
verificado precios superiores al costo medio, el acuerdo entiende que se ha dado lugar a la
recuperación de los costos dentro de un período de tiempo razonable. Cuando se dejan de lado las
ventas realizadas bajo el costo para la determinación del valor normal porque el acuerdo así lo
permite, deben considerarse las ventas remanentes, cuya relevancia puede no ser suficiente como
para establecer un valor normal.
Cuando no es posible encontrar un valor normal que sirva de base a la comparación con el precio
de exportación, o cuando no existan ventas en el mercado doméstico, el mismo acuerdo provee
opciones. Se entiende que el nivel de ventas en el mercado exportador es suficiente para proveer
de una comparación si las ventas en este mercado ascienden al 5% o más de las exportaciones
destinadas al país que conduce la investigación, entendiéndose que un ratio más bajo debería
incluso aceptarse si el volumen de las ventas domésticas es de magnitud suficiente como para
proveer una comparación justa.
Si las ventas en el país exportador no son una base apropiada para el cálculo del valor normal, se
puede considerar: (a) el precio al que se vende el producto a un tercer país y (b) el valor
"construido", que se calcula a partir del costo de producción, gastos de ventas, generales y
administrativos, y una “ganancia”; el acuerdo contiene reglas detalladas y muy específicas para la
construcción de este valor.
Con el objeto de que la investigación no interfiera en el libre comercio debido a que, aún con
dumping, éste es menospreciable, la investigación ha de darse inmediatamente por terminada
cuando las autoridades determinen que el margen de dumping es insignificantemente pequeño
(“de minimis”, que se define como inferior al 2% del precio de exportación del producto o
cuando el volumen de las importaciones objeto de dumping es inferior al 3% del total de las
importaciones de ese producto, aunque las investigaciones pueden continuar si varios países, cada
uno de los cuales suministra menos del 3% de las importaciones, representan en conjunto como
mínimo el 7% del total de las importaciones). Las investigaciones deben terminarse dentro del
año de iniciadas, y no podrán continuar luego de 18 meses de su inicio.
– El precio de exportación:
El precio de exportación es el precio al que el productor extranjero vende el producto al
importador. No obstante, como en el caso del valor normal, el acuerdo reconoce que este precio
puede no ser apropiado a fin de realizar la comparación con el valor normal, con el objeto de
detectar dumping.
Además, puede ser que no exista un precio de exportación si la transacción es una transferencia
interna de una firma, o si el producto es objeto de trueque. Adicionalmente, el precio al que el
exportador vende puede no ser confiable en caso de existir un acuerdo de asociación o
compensación entre el exportador y el importador o un tercero. El precio puede haber sido
manipulado, por ejemplo por motivos impositivos. Una alternativa para determinar el precio de
exportación es recurrir a un precio de exportación “construido”, que se calcula sobre la base del
precio al que los productos importados se revenden por primera vez a un comprador19
independiente. Si esto no ocurriera, o si no se revendiera como fue importado, las autoridades
podrán determinar una base razonable a la que calcular el precio de exportación.
- El daño:
La metodología establecida inicialmente en el acuerdo GATT en materia de daño era muy
general, por lo que se requirió la negociación de códigos detallados. El primero entró en vigencia
luego de la Ronda Kennedy, en 1967; Estados Unidos nunca fue signatario. El Código de la
Ronda Tokio, vigente desde 1980, proveyó una mucho más exhaustiva guía para la determinación
del dumping y del daño, como también una detallada lista de los requisitos en materia de
procedimiento; sin embargo, sólo 27 países lo adoptaron.
Para aceptar la imposición de un derecho antidumping, el Código Antidumping exige la
existencia de daño material. Este concepto engloba al daño material propiamente dicho, amenaza
de daño material o retardo material del establecimiento de la industria doméstica. Para su
determinación, debe haber un examen objetivo basado en evidencia positiva del efecto sobre
volumen y precio de las importaciones investigadas y el impacto subsiguiente en la industria
doméstica.  Además se debe probar la existencia de una relación de causalidad entre las
importaciones investigadas y el daño; para la determinación de la causalidad deben aislarse todos
los otros factores que contribuyan al daño, que no sean la mercancía investigada.
El Acuerdo Antidumping agrega un aspecto bastante significativo: se debe evaluar de modo
acumulativo el efecto de las importaciones con dumping provenientes de más de un país. Para
ello, las autoridades deben tener en cuenta que el volumen proveniente de cada país no sea
negligible.
No es inusual que en la literatura se destaque que a partir de la ambigüedad con la que se detecta
el daño, se da lugar al sesgo proteccionista que se le adjudica a la legislación multilateral sobre
dumping
- Márgenes de dumping y “price undertakings”:
Para calcular el margen (o derecho adicional) a imponer en caso de dumping, en los casos más
habituales el acuerdo requiere la comparación del promedio de los precios normales con el
promedio de los precios de exportación, o la comparación entre valor normal y de exportación,
transacción por transacción. Como también puede llegar a existir "dumping focalizado”
26
(targeted dumping), puede ser que la investigación apunte a transacciones específicas, luego de
proveer la explicación del caso. No se podrá cobrar un derecho antidumping a un “nuevo
exportador”, si no estuvo involucrado durante la investigación, aunque se pueden tomar recaudos
para que, luego de una investigación expedita, tenga lugar el pago del derecho antidumping si
éste cabe.
La forma de cálculo prevista da lugar a algunas prácticas cuestionables por parte del investigador
(aun cuando no se lleven a cabo, al menos son potencialmente aplicables). Por ejemplo, en los
Estados Unidos cada precio de exportación se compara con un promedio de precios normales.
                                                          
26  Dumping enfocado específicamente a algunos compradores, regiones o períodos de tiempo20
Cuando aparecen márgenes negativos
27, se tratan como márgenes nulos (cero) por lo que no se
balancean contra los positivos; así, puede existir dumping aun cuando los promedios de los
precios de exportación igualen los promedios domésticos. Adicionalmente, para la investigación,
todos los costos de venta se deben deducir del precio de exportación, sin embargo, existen
restricciones para la deducciones de los costos de ventas del precio local. En algunas
legislaciones, la posibilidad de considerar promedios ha dado lugar a que se estén comparando
precios correspondientes a períodos de tiempo muy distantes (por ejemplo, en los Estados
Unidos, hasta 12 meses). Además, en los casos de dumping es probable que sean las variaciones
en los tipos de cambio las que determinen en gran medida el margen a imponer.
El acuerdo requiere que, cuando se impone un derecho antidumping, el margen de dumping se
calcule para cada exportador. Aún así, se reconoce que esto puede ser imposible en todos los
casos, por lo que se permite que la autoridad investigadora limite el número de exportadores,
importadores y productos individualmente considerados, e imponga un derecho sobre las fuentes
no investigadas sobre la base del promedio ponderado del margen de dumping para las fuentes o
productores individualizados. En este promedio ponderado, no se puede incluir los márgenes de
dumping nulos.
El acuerdo requiere que los derechos antidumping se cobren no discriminatoriamente, a todas las
fuentes de importaciones que verifiquen dumping que genere daño, excepto de las fuentes que
han aceptado “price undertakings”. Un price undertaking tiene lugar cuando la firma exportadora
ante un caso de dumping probado, se compromete a aumentar su precio hasta llegar a un nivel
acordado a fin de evitar la aplicación de un derecho
28. En la Unión Europea se ha verificado una
tendencia creciente a adoptar price undertakings en vez de derechos; en los 80 el número de price
undertakings duplicaba el de imposición de derechos antidumping.
El derecho antidumping puede ser, a lo sumo, tan alto como el margen de dumping. Puede
cobrarse un derecho inferior al margen (criterio del “derecho más bajo”) en tanto este derecho
más bajo elimine el daño. En caso de cobrar un monto superior al debido, debe haber un
reembolso dentro de los 90 días. La imposición del derecho es siempre opcional, aun cuando se
hayan reunido los requisitos que permiten imponerlo
- Otros requisitos de procedimiento
Para iniciar una investigación se requiere un pedido escrito de la o en nombre de la industria
doméstica; se incluyen exigencias cuantitativas para garantizar que el pedido sea representativo
de la industria
29 y la presentación de evidencias de dumping, daño y causalidad de aquél sobre
éste, entre otros. Cuando en circunstancias especiales las autoridades inician el caso sin pedido de
                                                          
27 Exceso de precio de exportación respecto del promedio de precios normales.
28 Los “price undertakings” están también sujetos a la cláusula “sunset”, por la que no pueden perdurar más de cinco
años.
29 El Acuerdo sobre Dumping del GATT aprobado en la Ronda Uruguay, expresa que la solicitud se considerará
hecha por la rama de producción nacional o en nombre de ella cuando esté apoyada por productores nacionales cuya
producción conjunta represente más del 50% de la producción total del producto similar producido por la parte de la
rama de producción nacional que manifieste su apoyo o su oposición a la solicitud. No se iniciará ninguna
investigación cuando los productores nacionales que apoyen expresamente la solicitud representen menos del 25%
de la producción total del producto similar producido por la rama de producción nacional.21
la industria, podrán proceder sólo si poseen suficiente evidencia de dumping, daño y causalidad.
El acuerdo establece los derechos de las partes a participar en la investigación, incluyendo el
derecho de que las partes se encuentren y participen de audiencias públicas.
El acuerdo establece como principio general que los derechos antidumping provisorios o finales
podrán sólo ser aplicados desde la fecha de la determinación de dumping, daño y causalidad (los
provisorios, nunca antes de los 60 días de iniciada la investigación). Como el daño puede haber
tenido lugar durante el período de investigación, o como los exportadores podrán haber tomado
acciones para evitar el derecho antidumping, existen reglas previendo la imposición retroactiva
del derecho. Cuando se detecta daño material propiamente dicho (vis a vis amenaza de daño o
retraso en la instalación de la industria), los derechos antidumping pueden ser recaudados
retroactivamente desde la imposición de medidas provisorias. En caso de una penalización
excesiva o impropia, se requerirá el reembolso del derecho cobrado.
El art. 13 del Acuerdo Antidumping requiere que exista la opción de revisión judicial de las
determinaciones finales de las investigaciones y revisiones.
•  Diferencias entre legislación antitrust y antidumping
A continuación se enumeran los puntos criticables de la legislación sobre dumping, a partir de su
comparación con los objetivos y experiencia en el ámbito antitrust. La visión que se pretende
exponer en las siguientes líneas es que es profundamente cuestionable que todas las conductas
que engloba el concepto de “dumping” sean nocivas desde la óptica de la eficiencia paretiana.
Aunque el concepto se limitara a incluir la venta bajo el costo y la discriminación de precios
comprobadas, desde la óptica antitrust (teórica y empírica) se ha cuestionado con éxito que
cualquiera de estas conductas sean anti-eficiencia. Como se verá más abajo, sólo será predatorio
el precio bajo el costo en tanto de lugar a la destrucción de los competidores y a la posterior venta
a precios más altos que el competitivo a fin de, por lo menos, recuperar la inversión que entrañó
la pérdida por vender bajo el costo. La discriminación de precios,  por su lado, resulta al menos a
priori, ambigua en lo que hace a sus resultados sobre el bienestar.
Es llamativo cómo parte de la literatura se ha encargado de encasillar en el concepto de dumping
a cualquier situación en la que, por cualquier motivo, un productor extranjero compite con éxito
con precios más bajos frente al productor doméstico. Por ejemplo, incluso se habla de dumping
cuando existen diferenciales de costos debido a que en un país el mercado de trabajo está
regulado mientras que en el otro no lo está, y los mercados internacionales presentan una
demanda incierta
30. En tanto catalogado como dumping, tal diferencial es susceptible de generar
una investigación, bien vista ante un órgano multilateral. Este enfoque es peligroso en tanto
justifica la imposición de barreras ante cualquier amenaza de competencia efectiva por parte de
competidores foráneos, aunque el acceso al mercado lo garantice la simple y beneficiosa
existencia de ventajas comparativas por parte de los extranjeros.
                                                          
30 Ver por ejemplo, Delgado (1999). En ese trabajo también se señala que la política antidumping podría servir como
elemento “compensador” de políticas industriales diferentes, que generan diferentes incentivos. A fin de promover la
eficiencia económica las políticas industriales distorsivas deberían eliminarse, y no compensarse.22
Siguiendo estrictamente a las definiciones de la negociación multilateral, se puede detectar
dumping ante
1.  conductas que no configuran conductas anticompetitivas
2.  conductas que pueden dar lugar a dudas sobre su intención y/o resultado anticompetitivo, que
en este contexto serían básicamente las ventas bajo el costo y la discriminación de precios. En
estos casos, se debería probar individualmente su carácter perjudicial sobre la eficiencia
económica
31.
En el primer punto, se verificaría dumping en situaciones racionales para el productor, y
perfectamente compatibles con la eficiencia económica. Por ejemplo, cuando la exportación
implica costos más bajos que la venta doméstica (por menores gastos de distribución u otros)
32, o
que las firmas domésticas estén invirtiendo en publicidad para insertar una nueva marca en un
nuevo mercado, etc. En estos casos no habría ni intención ni efectos predatorios. En este sentido,
es auspicioso que el Protocolo de Defensa de la Competencia de MERCOSUR, en lo referente al
tratamiento de dumping intrazona, establezca que las investigaciones por dumping realizadas por
un estado parte relativas a las importaciones originarias de otro estado parte serán efectuadas de
acuerdo con las legislaciones nacionales hasta el 31/12/2000, dando lugar a la imposición de
únicamente, derecho antitrust, tal como lo hiciera la UE. Por su parte, la negociación en el ALCA
propende a similar reforma una vez integrado el mercado.
•  Dumping aludiendo a Precios Predatorios
Un precio predatorio surge como una inversión de una firma para eliminar competidores, a fin de
ulteriormente, imponer precios por encima de los competitivos y así, como mínimo, recuperar la
inversión que implica la venta por debajo del costo. Si bien es una conducta anticompetitiva
denunciada con frecuencia, su detección es poco habitual. La experiencia en materia antitrust
demuestra que deben existir mercados con características muy particulares para que la práctica
predatoria sea exitosa, per se o por constituir una forma de amedrentamiento a la entrada
Para que la imposición de precios predatorios sea exitosa debe ocurrir:
-  Que el mercado no sea desafiable: en caso opuesto, la amenaza de entrada de potenciales
competidores impide que se puedan cobrar precios superiores a los de competencia, aun
cuando exista un único oferente. No sería consistente intertemporalmente esperar que una
firma utilice estrategias para eliminar la competencia en un mercado desafiable, pues una vez
eliminada no tendrían incentivos a aumentar precios ante la amenaza de entrada.
-  En el caso de requerirse inversiones hundidas, la firma que ya está en el mercado tiene la
posibilidad de reducir sus precios hasta el nivel de los costos variables y desalentar la entrada
                                                          
31 El método previsto para la investigación antidumping tiene varios puntos en común con la aplicación per se de una
sanción antitrust: se detecta que la figura existió, y con ello se sanciona, sin estudiar los efectos globales sobre la
eficiencia (sólo se estudian sus efectos sobre la renta de los productores). En el caso argentino, esto implica ignorar
la jurisprudencia en materia antitrust, que siempre ha venido aplicando la regla de la razón. Respecto de otras
economías desarrolladas, la aplicación per se ante figuras tan controvertidas (como la predación y la discriminación)
también implica una fuerta contradicción.
32 También es habitual ver iniciarse casos de dumping cuando la firma extranjera posee costos menores que las
domésticas por la existencia de economías de escala de las que las domésticas no disfrutan, o si en el extranjero se
generan externalidades en la producción de los bienes investigados, que no existen en la producción doméstica.23
de nuevos agentes que a estos precios no tienen incentivo a entrar. Así, los sectores con
mayores inversiones hundidas, serán los que podrían tener problemas ante una conducta
predatoria. Cuando se postula el punto de las inversiones hundidas para dar consistencia a la
inversión predatoria, se debe tener en cuenta que las inversiones hundidas tienden a dificultar
la entrada pero también la salida de los mercados, y que algunos costos hundidos (como la
publicidad), se deprecian con relativa rapidez, por lo que pueden dejar de ser relevantes como
barrera.
-  En materia de reputación, una firma podría llegar a ganarse la “fama” de hacer la guerra de
precios. En el mercado en el que vende por debajo de los costos haría quebrar a sus
competidores y los eliminaría del mercado siempre y cuando los competidores no pudieran
seguir su estrategia debido a condiciones más desfavorables para el financiamiento de la
“inversión” que se realiza al vender bajo el costo. En este caso, la firma en cuestión también
perdería; empero, esta “pérdida” en realidad constituiría una inversión para ganarse la
reputación de hacer la guerra, con lo que lograría desalentar la entrada posterior
33. En este
caso, la firma estaría invirtiendo en la creación de una “barrera”, que consiste en la sospecha
de que dicha firma pueda ejercer en el futuro, conductas que generaran pérdidas a los posibles
ingresantes.
Se pueden agregar dos argumentos en contra del posible éxito de una estrategia predatoria vía
precios bajo el costo:
-  En tanto un predador exitoso puede recoger ganancias luego de eliminar a sus competidores
del mercado, será rentable para las firmas afectadas obtener financiamiento durante el período
en que estén vigentes los precios bajo el costo, para sobrevivir y luego disfrutar de las
ganancias de los precios más altos. Este beneficio, sería compartido por las empresas
sobrevivientes y el sector financiero. Pero si las firmas financiadas pueden sobrevivir, la
predación habrá fracasado, y por ende, nunca existirán precios más altos. Si el potencial
predador prevé su fracaso al imponer precios bajo el costo, nunca pondrá en práctica esta
estrategia.
-  De la misma forma, si los consumidores poseen buena información, serán ellos mismos los
dispuestos a financiar a las firmas afectadas por la predación, porque en el caso contrario, en
el largo plazo resultarían afectados por los precios no competitivos.
Un punto a destacar es que en el caso de que se impongan precios predatorios,  quien decide
iniciar dicha práctica sufre pérdidas durante el tiempo que dure la disputa, no sólo por vender
debajo del costo, sino también porque al reducirse los precios aumenta la cantidad demandada,
que debe ser satisfecha por el predador a precios por debajo del costo y cada vez en mayor
medida (pues está desplazando a otros oferentes). La consideración de este fenómeno tiende a
subrayar la importancia de la pérdida que puede sufrir el depredador.
La experiencia antitrust ha sido controvertida y extensa a fin de no penalizar ventas bajo el costo
pro eficiencia. En 1975 surge la recomendación de Areeda y Turner para definir precios
predatorios; estos autores sugieren que el costo relevante para detectar una práctica predatoria es
el costo marginal, pero que como existen dificultades en su medición, se puede utilizar como
                                                          
33 Cabe aquí considerar si la amenaza en cuestión será creible. En otras palabras, si ante la concreción de la entrada,
la empresa con intención de predar no encontrará una estrategia más rentable que la predación con precios bajo el
costo.24
proxy el costo medio variable. La comparación con los costos servía de base para la presunción
de legalidad o ilegalidad. Posteriormente, surge la crítica conocida como regla ATC, basándose
en que una firma con acceso a financiamiento barato podría soportar una práctica predatoria y no
ser detectada la regla Areeda Turner; la práctica se debería presumir ilegal cuando el precio
estuviera por debajo del costo medio total y existiera “evidencia sustancial de intención
predatoria”. La regla Joskow-Klevorick en dos etapas consistió, subsiguientemente, en, primero,
una evaluación de la organización del mercado afectado para determinar los visos de éxito de la
predación, y segundo, la confección de tests de costos y pricing para detectar la conducta
predatoria. Sugería que un precio debajo del costo medio variable permitía presumir existencia de
tal conducta. La aplicación concreta de esta regla en las cortes estadounidenses culminó en la
incorporación de algunos de los elementos de esta regla, aunque no todos. Por ejemplo, se
determinó que el precio debe ser comparado “contra una medida adecuada de los costos”, sin
tomar partido por una u otra medida. En el caso Matsushita v. Zenit se estableció que sería
necesario no sólo que se llevara a cabo la práctica hasta obtener poder monopólico, sino que
dicho poder lograra mantenerse hasta recuperar la inversión más alguna ganancia adicional.
El caso Brooke Group Ltd. V. Brown and Williamson 113 S.Ct. 2578, 1993, sentó la
jurisprudencia que hoy guía la mayor parte de las decisiones, incluso internacionalmente. En este
caso Brooke acusó a Brown y Williamson de predar a sus competidores vía el precio de sus
cigarrillos. El fallo favorable a Brown y Williamson, aún cuando se probó la intención de afectar
a los competidores, se basó en que no se pudo comprobar que esta firma pudiera recuperar en el
futuro la pérdida alegada, debido a las características del mercado (su market share no superaba
el 12%). Sólo se hubiera logrado recuperar la inversión a través de un acuerdo colusivo, situación
poco probable a los ojos de la corte, y que no derivaba de la imposición de los precios bajo el
costo. Por otro lado, los precios más bajos generaron ventajas para los consumidores.
Se concluye que
a)  Una mera venta bajo el costo dista de ser una práctica predatoria
b)  las condiciones para que los precios predatorios (anticompetitivos) sean racionales son muy
particulares y poco frecuentes; distan de las requeridas en las investigaciones antidumping,
que son mucho más laxas.
c)  Los precios predatorios serán nocivos en tanto afecten, globalmente, el bienestar económico
(excedente del consumidor más del productor) y no solamente el excedente de los
productores, sin tener en cuenta a los consumidores.
Por ende,
a)  la mera aparición en un mercado foráneo de un precio inferior al del mercado de origen de la
mercancía dista de señalar la existencia de predación anticompetitiva.
b)  De la misma forma, evitar comparar un precio de exportación con un precio doméstico
cuando este último es bajo el costo para no propagar prácticas predatorias, implica presumir
la existencia de predación a nivel doméstico, cuando ésta no ha sido probada.
c)  En caso de no utilizarse el precio doméstico por prevalecer la venta bajo el costo (que, como
se dice antes, no es necesariamente predatoria), se debe utilizar un valor de comparación que25
requiere adoptar una posición respecto de cuál costo se debe considerar, y de la incorporación
de una ganancia que, incluso siendo negativa, no debería permitir presumir predación
34.
d)  Se destaca que sería perfectamente posible aplicar los criterios sugeridos por la jurisprudencia
antitrust para los casos nacionales a los internacionales, siempre que se respetaran criterios
mínimos de cooperación entre agencias antitrust, logrando de esta forma poner como
prioridad la eficiencia económica.
e)  Finalmente, aun en el caso extremo cuando el precio bajo el costo encubra un intento
anticompetitivo y éste sea exitoso, está por verse si la solución recomendable sea imponer un
impuesto al estilo antidumping a la firma predadora (ahora monopólica). Existe teoría y
práctica sobre cuáles deberían ser las sanciones óptimas ante una conducta anticompetitiva, y
generalmente estas sanciones están atadas al perjuicio social que conlleva el monopolio más
que a la ganancia “ilegítimamente” percibida. Si se intenta promover la eficiencia,
difícilmente se pueda imaginar una situación en la que la solución resida en convalidar una
suba de precios Ante imposibilidad, por carencia de jurisdicción, de aplicar medidas en un
país extranjero en presencia de una conducta no competitiva, la autoridad del país afectado
podría asegurarse la eliminación de restricciones legales a las importaciones para mejorar la
chance de arbitraje de precios a través de la competencia
35.
•  Dumping aludiendo a la discriminación de precios
El análisis de la incidencia de la discriminación de precios sobre la eficiencia ha dado lugar a
controversia pues, aún ante su presencia comprobada, es difícil determinar el resultado neto sobre
la eficiencia. Su existencia, no obstante, evidencia poder de mercado, por lo menos en alguno de
los mercados en los que actúa la firma
36.
La controversia surge debido a que la discriminación siempre es mejor para el productor
(aumenta su excedente), es también beneficiosa para los que pagan precios más bajos, pero es
peor para los que pagan precios más altos (de los que pagarían en caso de no existir
discriminación).
Una regla generalmente aceptada en la evaluación de los casos antitrust es que cuanto mayor es el
volumen transado, mayor es el excedente total generado. En el caso de discriminación de precios
de tercer grado versus una situación en la que existe una firma con poder de mercado que no
discrimina, es condición necesaria para que el excedente total sea mayor con discriminación que
sin ella, que el volumen transado también sea mayor con discriminación que sin ella. Este criterio
también sirve para mostrar que la discriminación de primer grado tiene un efecto positivo sobre el
                                                          
34 Nagaoka (1998) afirma que, además, estos valores construidos son frecuentemente inflados, por lo que se
encuentra dumping  artificial y márgenes de dumping muy altos.
35 Es decir, se alude a una medida estructural y no de conducta, como la regulación (mediante un derecho) de un
precio. Las medidas que afectan la estructura para evitar las conductas anticompetitivas son típicamente impuestas
por la autoridad antitrust mientras que las medidas sobre las conductas son adecuadas para el regulador del
monopolio natural. En este sentido, hay otra importante distinción: con la política antidumping se protege a
competidores, en vez de al proceso competitivo mismo, defendido por la política de competencia.
36Para que una firma pueda (o le convenga) discriminar precios debe ostentar poder de mercado en algún mercado a
los que accede, debe poder segmentar mercados y evitar o dificultar la reventa entre sus demandantes de diferentes
mercados.26
excedente total, ya que cada comprador demanda el bien hasta el punto en que su valuación
marginal se iguala con el costo marginal, y garantiza la igualdad entre dichas valuaciones
marginales. Como el productor se queda con todo el excedente, su intento de maximizar conlleva
generar la mayor cantidad de excedente posible.
Este último ejemplo, sin embargo, también sirve para mostrar una de las fuentes de
cuestionamientos de la discriminación: por un lado, la eficiencia se mide a través de la suma de
los excedentes, pero por otro se hace caso omiso de la distribución del ingreso. Esto es claro en la
discriminación de primer grado, donde se maximiza el excedente asequible y por ende es “mejor”
que la de segundo grado, pues siempre genera un excedente total menor. Sin embargo, en la de
primer grado el productor se asigna la totalidad del excedente mientras que en la de segundo
grado, una porción se asigna al consumidor. Depende de si en la decisión se adjudica algún peso
a la distribución del ingreso, más allá de la generación de excedentes, la valoración de una u otra
opción
37.
Si bien la discriminación puede dar lugar a lo que se clasifica como una conducta abusiva
(ejercicio de poder de mercado al fijar precios más altos que los competitivos) también puede ser
considerada una conducta exclusoria en tanto el precio más bajo se fije con el objetivo de destruir
competidores en algún mercado específico. En este último caso, el origen de la diferencia de
precios entre diferentes grupos de compradores surge no para aprovechar diferentes elasticidades
de demanda, sino del intento de desplazar competidores. La literatura clasifica a este tipo de
conducta como “primary line injury”, siguiendo la terminología utilizada por la jurisprudencia
estadounidense. En este último caso, es aplicable para estudiar el mercado que se intenta predar,
las consideraciones hechas más arriba sobre predación.
Cuando la conducta es abusiva, los perjudicados serán los demandantes que pagan los precios
más altos (“secondary line injury”). Sin embargo, la jurisprudencia internacional ha generado un
conjunto de casos en los que se han distinguido del resto, a aquéllos en los que aparece una lesión
a la competencia entre los compradores. Esta lesión podrá existir, por caso, cuando los
demandantes utilizan el bien en cuestión como insumo dentro de un proceso productivo, y se
encuentran además en competencia entre sí. En esta situación los compradores que pagan precios
más elevados podrán verse excluidos en virtud de una práctica concertada entre comprador (con
precios más bajos) y productor discriminador. Esta práctica puede tener por objeto, directamente,
restringir la competencia entre compradores, o extender una posición de dominio desde un
mercado de insumos a otro de productos.
La tendencia actual en los Estados Unidos es a dar menor importancia a la ley Robinson Patman,
que sanciona algunas discriminaciones per se, y que ha dado lugar a sentencias muy
controvertidas, que no han tenido en cuenta el beneficio a los consumidores, ni los efectos
competitivos en los mercados con demandas más elásticas. La ley sigue vigente, pero el daño
primario ha empezado a ser objeto de las consideraciones previstas para los precios predatorios.
En consecuencia, para este tipo de casos, también ha fijado jurisprudencia el caso Brook c/Brown
& Williamson Tobacco debido a la condición oligopólica del mercado no resultaba probable que
la discriminación tuviera éxito para eliminar a las restantes competidoras.
                                                          
37 Se recuerda que la política antitrust es el instrumento de política adecuado para lograr metas referidas a la
eficiencia, mientras que existen otros instrumentos menos costosos para arribar a metas de distribución del ingreso.27
No existen criterios de eficiencia que indiquen que el tratamiento de los casos de discriminación
debiera ser diferente según se traspase un límite nacional o no. Cabe señalar que:
a)  No obstante ello, no debe dejarse de lado que la imposición de barreras a la importación por
parte del país exportador, limita las chances de reventa y genera uno de los requisitos
necesarios para que exista discriminación de precios. La posibilidad de arbitrar precios en
caso de discriminación existe en tanto se forme parte de un único mercado relevante; si la
imposibilidad de reexportar existe, se traba el arbitraje internacional de precios
38. Por ello, en
un mercado integrado se pierden chances de discriminar debido a que se eliminan obstáculos
al arbitraje, aun ante la posibilidad de segmentar
39.
b)  Cuando la discriminación de precios involucra una operación de comercio internacional, se
provocan efectos no sólo sobre la distribución del ingreso, sino también sobre los excedentes
que recibirán cada uno de los países vinculados. Vale sin embargo resaltar que la legislación
antidumping castiga siempre la imposición de precios más bajos y no la de precios más altos,
lo que sugiere una gran contradicción con el principio de promoción de la eficiencia
económica global. En efecto, cuando la discriminación no es predatoria, de imponerse
criterios antitrust usuales, el caso se debería generar en el mercado exportador que soporta
precios más altos como resultado del poder de mercado de la firma.  Este resultado muestra a
las claras que lo que se defiende con la normativa antidumping es el excedente del productor,
y no el del consumidor (ni a corto ni a largo plazo).
c)  A esto se agrega la paradoja de que la solución sugerida en la normativa antidumping sea
imponer un precio más alto en el mercado beneficiado, con beneficios para el estado (si se
impone un derecho) o para los productores (si se impone un price undertaking). Un price
undertaking implica, desde el estado, la promoción de una suba concertada de precios que
sería duramente castigada desde la perspectiva antitrust (los precios no sólo suben, sino que
permiten aumentar la renta de los productores privados en vez de recaudar un derecho por
parte del estado)
d)  También anecdóticamente, la falta de consistencia entre la legislación antitrust nacional y la
de comercio resulta, de facto, en una violación al principio de tratamiento nacional, que
promueve la OMC
e)  Por último, otra gran diferencia con los (mejores) criterios antitrust es que se puede detectar
dumping aun cuando exista un diferencial de costos que justifique diferencia de precios, y con
ello se determine ausencia de discriminación.
Se concluye que los casos de discriminación de precios que podrían ser nocivos para la economía
importadora en términos de eficiencia paretiana, se reducen a aquéllos que concretamente, tengan
efectos predatorios comprobados. La definición de dumping ante un caso verificado de
discriminación, incluye también las discriminaciones beneficiosas para la economía importadora,
y sugiere soluciones inadecuadas.
                                                          
38 Aunque el arbitraje se podría llegar a dar instalando la inversión en el país desde el que se exporta, sin necesidad
de reexportar. Cuando el mercado foráneo está cerrado (caso de Japón y China para los Estados Unidos), y el
arbitraje no es posible, se observa la imposición de más medidas de dumping, evidenciando que hay más chances de
discriminación.
39 En la UE, cuando se eliminaron los derechos antidumping (internamente), se eliminaron también los aranceles
(intrazona) de los países exportadores en caso de reexportación. Esta cláusula, denominada “boomerang”, intentaba
justamente eliminar una condición necesaria para la discriminación, en tanto también se eliminaba un elemento de
política para evitar sus efectos nocivos.28
•  Criterios para evaluar la posibilidad de ejercer poder de mercado
En antitrust, luego de definir mercado relevante geográfico y de producto, se deben considerar las
chances efectivas de las firmas cuyas conductas se investigan, de implementar una práctica
redituable. Si el mercado es muy competitivo, y la participación de la firma en el mercado tiende
a cero, sus chances de tener éxito con una práctica anticompetitiva se anulan.
En la investigación antidumping, obviamente, se entiende que el mercado geográfico relevante
incluye tanto al país importador como al exportador. Pero no se tiene en cuenta si el mercado
geográfico relevante incluye otros países, que podrán ser territorio de firmas que compitan con
las investigadas
40.
Similarmente, el mercado del producto relevante desde la óptica antitrust dista de los criterios
para las investigaciones antidumping: un producto similar es, según el Acuerdo Antidumping, un
producto idéntico al producto bajo investigación, o en la ausencia de tal producto, otro que no es
similar en todos los aspectos pero tiene características que lo asemejan al producto bajo
investigación (desde el punto de vista físico o funcional). No es requisito prestar mayor atención
al problema de la sustitución entre bienes (a través de elasticidad cruzada, sustituibilidad física,
apariencia e identidad en la performance) y se hace más hincapié en las características de los
bienes. En una investigación sobre dumping en los Estados Unidos involucrando productos
planos de acero provenientes de la Argentina, el Departamento de Comercio aclaró que por ley
no estaba obligado a considerar los “sustitutos disponibles” en su investigación, lo que configura
una diferencia sustancial con los casos antitrust.
Definiciones excesivamente estrechas de los mercados relevantes darían lugar a market shares
inadecuadamente altos para las firmas investigadas; no obstante, una participación alta no es
significativa para la resolución del caso, pues si la firma cuenta con participación en las
importaciones (no en el mercado relevante) superior al 3%, es susceptible de ser obstaculizada
con un derecho
41.
•  Antidumping como forma de amedrentamiento
Existe una cada vez más profusa literatura referida a los efectos de la política antidumping en
mercados imperfectamente competitivos.
Uno de los resultados más analizados ha sido el impacto de la política antidumping sobre las
decisiones de producción de las firmas domésticas y extranjeras
42, y existe consenso al afirmar en
que la mera posibilidad de aplicación de derechos antidumping afecta las decisiones de las
firmas.
                                                          
40 Si bien en antidumping se obvia el tema del mercado relevante (geográficamente, sólo importan los límites
nacionales) el Acuerdo Antidumping pareciera reconocer su importancia cuando en el art.4 se agregan reglas
específicas para definir un mercado doméstico regional, cuando en circunstancias excepcionales la producción y el
consumo se aislan del resto del país.
41 Cláusula “de minimis”
42 Dixit (1988), Anderson (1982), Prusa (1992 y 1994), Fischer (1992), Reitzes (1993), entre otros.29
Otra línea de investigación ha estudiado el impacto de la legislación antidumping sobre la
formación y comportamiento de cárteles domésticos. Staiger y Wolak (1989) muestran,
inicialmente, que la imposición de derechos antidumping puede reducir la rentabilidad de la
colusión por parte de firmas extranjeras en sus propios mercados, sugiriendo un efecto
procompetitivo en el extranjero; sin embargo, posteriormente demostrarían que los derechos
antidumping pueden ser utilizados por las firmas protegidas (las domésticas) para castigar las
desviaciones de firmas extranjeras de los precios acordados en un escenario de cartelización
internacional, mejorando entonces las chances de colusión.
A nivel doméstico, algunas acciones antidumping han logrado proteger a industrias cartelizadas
de la competencia extranjera (Messerlin 1986).
Veugelers y Vandenbussche (1999) demuestran que para el caso europeo, cuando se intenta
maximizar el bienestar nacional global (es decir, ésta es la función objetivo del gobierno), la
regulación antidumping termina siendo anticompetitiva y carteliza el mercado. En ese caso, se
observa la imposición de derechos, principalmente. Cuando el gobierno excluye a los
consumidores de su objetivo de bienestar (beneficiando sólo a los productores), se predicen
mayor cantidad de price undertakings, que pueden tener efectos tanto competitivos como
anticompetitivos, pero que reducen el bienestar global nacional. Si bien este trabajo demuestra
que bajo ciertas circunstancias los efectos del antidumping pueden ser pro eficiencia, también
resalta la cautela con la que se debe abordar el tema, en tanto interese el bienestar económico de
largo plazo.
Por último, cuando la amenaza de un derecho antidumping existe, es posible que el exportador
extranjero eleve los precios de sus ventas, simplemente para reducir el riesgo (y los posibles
costos) de ser objeto de investigación. Así, un sector local que no desea enfrentar competidores
externos puede utilizar la amenaza de la denuncia para, con ello, subir los precios. Como otras
prácticas de amedrentamiento, se podría juzgar tal conducta como anticompetitiva.
No ha sido usual que a la luz de la norma antitrust se cuestionen los efectos anticompetitivos de la norma
antidumping. Si bien esto ha ocurrido en los Estados Unidos, la jurisprudencia sienta las bases para que desde la
política de competencia no se juzguen los casos de dumping.30
III.  Conclusiones:
Teniendo en cuenta que la política de competencia debe propender a la eficiencia y por ende,
debe dar lugar a alcanzar mayores niveles de bienestar intertemporalmente, sería óptimo para los
estados generarla, y así mejorar, al menos potencialmente, los niveles de bienestar asequibles por
la sociedad.
Por ende, si este tipo de políticas reemplazara a otras que no persiguen, necesariamente, la
eficiencia (por ejemplo, algunas políticas comerciales que surgen de la órbita multilateral), los
resultados serían mejores en términos de Pareto. Esto es claro para el caso de la política
antidumping, cuyos efectos agregados sobre el bienestar en el largo plazo, son cuestionables
Una vez alcanzado cierto consenso internacional sobre los beneficios de perseguir la eficiencia
económica, sería posible –en el mediano plazo- negociar la cooperación e incluso la
armonización de los criterios y normativa antitrust en el ámbito multilateral. Esto permitiría
poner sobre el tapete las contradicciones existentes al presente, entre política comercial y de
competencia.
Por ahora, los logros más destacables en la órbita internacional se refieren a la cooperación, son
incipientes y sólo se han llevado a cabo en el ámbito bilateral o regional. Los éxitos más notorios
en armonización, por su parte, se han alcanzado cuando la supremacía de la norma federal
conllevó la homogeneización de las políticas individuales (estaduales, nacionales). En estos
casos, desapareció la política comercial interna. Los dos ejemplos existentes son los Estados
Unidos y la Unión Europea. Si el MERCOSUR se afianzara como mercado ampliado, podría
eliminarse la política comercial intracomunitaria –que hoy incluye elementos antieficiencia- por
la política antitrust –que en general, propende a la eficiencia. Asimismo, se daría lugar a que
Paraguay y Uruguay generaran por primera vez, normativa en la materia. Hasta el momento los
cuatro países involucrados han negociado el Protocolo de Defensa de la Competencia, pero
ninguno de los congresos lo ha ratificado aún.31
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